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SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

La recurrente Karen M. Loyola Peralta nos solicita que revoquemos 

la resolución emitida en reconsideración el 31 de mayo de 2016 por el 

Departamento de Asuntos del Consumidor,  que dejó en vigor el cierre y 

archivo del caso decretado el 10 de mayo de 2016.  

Advertimos que el fundamento de la decisión original fue la 

incomparecencia de la recurrente y su abogado a la vista administrativa, 

no obstante, la reapertura de la querella se condicionó a que la recurrente 

acreditara que estaba al día en el pago de las cuotas de mantenimiento, 

orden que no cumplió. Ese incumplimiento de carácter jurisdiccional, 

provocó la restitución de la resolución de archivo original. De esta 

actuación de la agencia se recurre ante este foro.  

 Luego de evaluar los méritos del recurso y de considerar los 

argumentos de la parte recurrida, resolvemos confirmar la resolución.  

 Examinemos los antecedentes fácticos y procesales que 

fundamentan esta decisión. 
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I 

 El 19 de enero de 2016 la recurrente Karen M. Loyola Peralta 

presentó una querella ante el Departamento de Asuntos del Consumidor 

(D.A.Co.) contra la Junta de Directores del Condominio Sierra del Monte, 

ubicado en San Juan. Adujo que es dueña del Apartamento 6104-F del 

Condominio Sierra del Monte. El 19 de marzo de 2011 la Administración 

del Condominio le señaló unas situaciones relacionadas con su 

apartamento. La recurrente afirmó que tomó acción inmediata y realizó la 

limpieza del área del balcón, podó los árboles del patio, limpió las rejas y 

removió las cortinas y así lo notificó a la Administradora mediante una 

carta de 30 de marzo de 2011. Adujo que a pesar de que cumplió con el 

requerimiento de limpiar el patio de su apartamento, la Administración 

hizo caso omiso de su comunicación, no le contestó e intervino 

ilegalmente en su propiedad al penetrar al patio y destruir los árboles y 

luego multarla para cobrarle por tal destrucción.  

 Añadió la recurrente que, posteriormente, en abril de 2012, la 

Administración le suspendió los servicios de luz y agua, a pesar de que 

existía una controversia bona fide sobre la deuda de mantenimiento. 

Indicó que esas acciones le han impedido disfrutar, alquilar o vender la 

propiedad, además de que le han provocado daños por angustias 

mentales, al ella observar el deterioro de su propiedad, daños que estimó 

en $10,000.  

 Un día antes de la fecha de la vista, el 9 de mayo de 2016, el oficial 

examinador emitió la siguiente orden, que notificó por correo electrónico a 

la señora Loyola. 

 El artículo (d) establece que para todo tipo de 
impugnación ante el tribunal o foro competente, incluidos asuntos 
que hubiesen requerido el consentimiento unánime de los 
titulares, el querellante deberá acreditar, además, que está al día 
en el pago de la totalidad de las deudas vencidas con el Consejo 
de titulares, inclusive las derramas aprobadas. Este requisito no 
será de aplicación cuando la acción vaya dirigida a impugnar 
acuerdos relacionados con el establecimiento o la alteración de 
cuotas o derramas.   

 
 Ante dicha situación la parte querellante deberá previo al 
comienzo de la vista del 10 de marzo de 2016 acreditar el 
cumplimiento de la Ley.  
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Apéndice de la recurrente, en la pág. 33.  
 
 La vista ante el D.A.Co. estaba convocada para el 10 de mayo de 

2016. A esa vista no compareció la recurrente a la hora señalada a pesar 

de haber sido debidamente citada, por lo que el D.A.Co. dispuso el cierre 

y archivo del caso. La señora Loyola presentó una moción de 

reconsideración el 16 de mayo de 2016, en la que solicitó la reapertura 

del caso. Adujo que llegó al D.A.Co. el día señalado para la vista y firmó 

la hoja de asistencia a las 8:47 A.M. Se le informó que el caso ya se 

había llamado y se despachó a la parte adversaria por su 

incomparecencia. Según la recurrente, al llegar, había una gran cantidad 

de abogados y casos pendientes, por lo que pudieron haberle dado un 

turno posterior.  

 En la moción, el abogado de la señora Loyola indicó que la demora 

de diecisiete minutos obedeció a que él fue operado el 28 de abril de 

2016 y, debido a una complicación, lo recluyeron de emergencia del 3 al 7 

de mayo de 2016 y tenía dificultades para caminar. Este optó por no 

solicitar la transferencia de la vista, para no atrasar los procedimientos. 

Argumentó que no debía sancionarse a su cliente a tal grado de impedirle 

tener su día en corte, por lo que solicitó la reapertura del caso.  

 La señora Loyola también presentó en esa misma fecha una 

moción sobre la orden que el oficial examinador emitió el 9 de mayo de 

2016, en la que le requirió que acreditara, antes del comienzo de la vista, 

que estaba al día con el Consejo de Titulares en el pago de la totalidad de 

las deudas vencidas, incluidas las derramas. En su moción, la recurrente 

señaló que no le aplicaba ese requisito debido a que su querella 

cuestionaba el monto de la alegada deuda por cuotas de mantenimiento y 

debido a que desde abril de 2014 se le había privado de los servicios de 

luz y agua. 

El 27 de mayo de 2016 la señora Loyola presentó una “Moción 

sobre Orden”, en la que hizo referencia a una orden emitida por el oficial 

examinador el 20 de mayo de 2016, en la que dejaba en suspenso el 
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cierre y archivo del caso decretado el 10 de mayo de 2016 y le concedía 

un plazo de diez días para presentar la certificación de deuda aludida. La 

señora Loyola reiteró que en este caso impugnaba el balance de las 

cuotas de mantenimiento debido a que se le impuso una multa que ella 

cuestiona y debido a que se le privó de los servicios de agua y luz, lo que 

constituía un enriquecimiento injusto, además de que se le habían 

causado daños.1 

 El D.A.Co. emitió una resolución el 31 de mayo de 2016 en la que 

dejó en vigor el cierre y archivo del caso. La agencia dictaminó que la 

señora Loyola no impugnaba en su querella acuerdos relacionados con el 

establecimiento o alteración de cuotas o derramas, por lo que debía 

presentar evidencia de que estaba al día en el pago de las cuotas de 

mantenimiento del apartamento, inclusive de las derramas aprobadas. 

Indicó que, por tal razón, el 18 de mayo de 2016 ordenó a la recurrente a 

que presentara una certificación de deuda del agente administrador o, en 

su defecto, de la Junta de Directores del Condominio, que estableciera 

que esta estaba al día en el pago de las cuotas vencidas del apartamento, 

para lo que le concedió un plazo de diez días a partir de la notificación. 

Debido a que la recurrente no cumplió con el requisito de estar al día en 

el pago de las cuotas vencidas, esa agencia administrativa determinó 

dejar en vigor el cierre y archivo del caso decretado en su resolución de 

10 de mayo de 2016.  

 El D.A.Co. basó su decisión en el Artículo 42 de la Ley de 

Condominios que establece que, para todo tipo de impugnación, el 

querellante deberá acreditar que está al día en el pago de la totalidad de 

las deudas vencidas con el Consejo de Titulares, incluyendo las derramas 

aprobadas. Indicó, no obstante, que ese requisito no aplica cuando la 

acción va dirigida a impugnar acuerdos relacionados con el 

                                                 
1
 En el apéndice aparece un estado de cuenta de las cuotas de mantenimiento 
adeudadas, del que surge que la señora Loyola adeuda $3,266.74. Véase, Apéndice 
de la recurrente, en la pág. 40. 
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establecimiento o la alteración de cuotas o derramas, lo que no estaba 

planteado en su querella.  

 El D.A.Co. hizo referencia también a la Sección 23, inciso 3, del 

Reglamento Sobre Condominios, Reglamento 6728 de 1 de enero de 

2004, que establece como requisito para presentar una querella que el 

querellante acredite que está al día en el pago de la totalidad de las 

deudas vencidas con el Consejo de Titulares.  

 Inconforme con esa resolución, la señora Loyola presentó ante nos 

este recurso de revisión judicial en el que plantea que el D.A.Co. cometió 

tres errores: (1) al negarse de forma arbitraria y caprichosa a reabrir el 

caso, cuando la parte solo tardó diecisiete minutos para llegar a la vista y 

tenía justa causa para esa tardanza; (2) al interpretar en forma restrictiva 

su facultad para entender en controversias bajo la Ley de Condominios 

entre un residente y la Junta de Directores del Condominio y adscribirle al 

Reglamento sobre Condominios preeminencia sobre su ley orgánica, 

cuando la querella de la recurrente cuestionó el monto adeudado por 

cuotas de mantenimiento y los daños causados a su propiedad; y (3) al 

emitir una resolución nula, ya que fue suscrita por un funcionario que no 

es abogado.  

 La recurrente discutió conjuntamente los tres señalamientos de 

error. Esta sostiene que al D.A.Co. requerir una certificación de que está 

al día en el pago de sus cuotas de mantenimiento, interpreta de manera 

restrictiva sus facultades jurisdiccionales y la priva de su día en corte, 

cuando lo que se impugna es la deuda por cuotas de mantenimiento.  

 La señora Loyola también argumenta que la resolución sobre su 

moción de reconsideración fue emitida por una funcionaria del D.A.Co. 

que no es abogada, por lo que la resolución es nula y contraviene la 

regulación de la profesión legal en una agencia con funciones cuasi-

judiciales, aunque reconoce que la Ley de Procedimiento Administrativo 

Uniforme no exige que el oficial examinador sea necesariamente un 

abogado. La recurrente señala que debe revocarse y ordenársele al 
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D.A.Co. la reapertura del caso y la concesión de la vista para que se le 

conceda su día en corte para atender su reclamo de que se le privó del 

disfrute y disposición de la propiedad, cuando se le cortó el agua y la luz y 

se le impuso una multa ilegal. Esta añade que le cortaron el agua y la luz 

como represalia por esta haber presentado la primera querella en el 

D.A.Co. por estos mismos hechos.  

II 

- A - 

Es norma reiterada que las decisiones finales de los foros 

administrativos son susceptibles de revisión judicial, una vez se han 

agotado todos los remedios que el propio organismo provee para 

cuestionarlas. Satisfechos los requisitos jurisdiccionales 

correspondientes, la revisión judicial se circunscribe a determinar: (1) si el 

remedio concedido por la agencia fue apropiado; (2) si las 

determinaciones de hechos efectuadas por la agencia están sostenidas 

por evidencia sustancial que obre en el expediente administrativo visto en 

su totalidad; y (3) si las conclusiones de derecho fueron correctas. 3 

L.P.R.A. § 2171.  Rivera Concepción v. A.R.Pe., 152 D.P.R. 116, 123 

(2000); Henríquez v. Consejo Educación Superior, 120 D.P.R. 194 (1987). 

Cónsono con lo anterior, la Sección 4.5 de la Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme, 3 L.P.R.A. § 2175, expresamente dispone que 

las determinaciones de hechos efectuadas por las agencias 

administrativas serán sostenidas judicialmente “si se basan en evidencia 

sustancial que obra en el expediente administrativo", mientras que las 

conclusiones de derecho podrán ser revisadas por el tribunal "en todos 

sus aspectos". En atención a este mandato legislativo, la revisión judicial 

ha de limitarse a cuestiones de derecho y a la determinación de si existe 

o no evidencia sustancial para sostener las conclusiones de hechos de la 

agencia. 

De ordinario los tribunales miramos con deferencia las 

determinaciones fácticas efectuadas por las agencias administrativas, así 
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como las interpretaciones que estas efectúan sobre la ley cuya 

administración les ha sido encomendada. En tal caso, se presume que la 

agencia posee un conocimiento especializado en aquellos asuntos que le 

fueron encomendados por el legislador que merece ser visto con respeto 

y deferencia. Metropolitana S.E. v. A.R.Pe., 138 D.P.R. 200, 213 (1995). 

Por consiguiente, nuestra función revisora debe limitarse a determinar si 

la interpretación o la actuación administrativa cuestionada fue razonable, 

a la luz de las pautas trazadas por el legislador. San Vicente v. Policía de 

P.R., 142 D.P.R. 1, 6 (1996); Otero v. Toyota, 163 D.P.R. 716, 727 

(2005). 

Sin embargo, somos conscientes de que el criterio que debe 

aplicar el tribunal en estos casos no es si la decisión administrativa es la 

más razonable o la mejor. El estándar de revisión del foro apelativo debe 

ser si la interpretación de la agencia es razonable al considerar la 

evidencia sustancial que obra en el expediente. Rivera Concepción v. 

A.R.Pe., 152 D.P.R., a la pág. 123. Ante la ausencia de irrazonabilidad en 

la decisión administrativa final, no le compete a los tribunales imponer su 

propio criterio. Misión Ind. P.R. v. J.P., 146 D.P.R. 64, 132 (1998). 

Ahora bien, cuando la parte adversamente afectada por una 

decisión administrativa plantee que las determinaciones de hechos en las 

que la agencia se basó para emitir su dictamen no encuentran apoyo 

sustancial en el expediente administrativo, tiene el deber de convencer, 

en el proceso apelativo, que existe otra evidencia sustancial en el récord 

que, debidamente considerada, debió producir una decisión distinta. 

Domínguez v. Caguas Expressway Motors, 148 D.P.R. 387, 397-398 

(1999). Sobre esta exigencia impuesta al recurrente, el Tribunal Supremo 

expresó: 

Si la parte afectada, en la solicitud de revisión, no demuestra la 
existencia de esa otra prueba que sostiene que la actuación de la 
agencia no está basada en evidencia sustancial o que reduzca el 
valor de la evidencia impugnada, el tribunal respetará las 
determinaciones de hechos y no deberá sustituir el criterio de la 
agencia por el suyo. Las determinaciones de hechos de organismos y 
agencias tienen a su favor una presunción de regularidad y corrección 
que debe ser respetada mientras la parte que las impugne no 
produzca evidencia suficiente para derrotarlas. 
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Otero v. Toyota, 163 D.P.R., en la pág. 728. 
 

 Advertimos que en la evaluación de la prueba documental y 

pericial, este foro revisor está en igual posición que la agencia 

administrativa para aquilatarla y dirimir sus contradicciones y fortalezas. 

Trinidad García v. Chade, 153 D.P.R. 280, 292 (2001); Díaz García v. 

Aponte, 125 D.P.R. 1, 13 (1989).  

- B - 

El Departamento de Asuntos del Consumidor fue creado en virtud 

de la Ley Núm. 5 de 23 de abril de 1973, 3 L.P.R.A. § 341 et seq., con el 

propósito primordial de proteger, vindicar e implementar los intereses y 

derechos de los consumidores. D.A.Co. v. Fcia. San Martín, 175 D.P.R. 

198, 204 (2009); Suárez Figueroa v. Sabanera Real, 173 D.P.R. 694 

(2008); Quiñones v. San Rafael Estates, S.E., 143 D.P.R. 756, 769 

(1997). Este organismo fue dotado con amplias facultades para dictar las 

acciones correctivas que sean necesarias para cumplir con el mandato de 

su ley habilitadora de proteger a los consumidores; adjudicar las querellas 

que se traigan ante su consideración y conceder los remedios 

procedentes conforme a derecho, incluidas las compensaciones 

económicas, si procedieran; establecer las reglas y normas necesarias 

para la conducción de los procedimientos administrativos e interponer 

cualesquiera remedios legales que fueran necesarios para hacer 

efectivos los propósitos de la ley, entre otros. 3 L.P.R.A. § 341e (d), (g) e 

(i) (Sup. 2015); Quiñones v. San Rafael Estates, S.E., 143 D.P.R. a las 

págs. 765-767. 

A su vez, la Ley de Condominios, Ley Núm. 104 de 25 de junio de 

1958, según enmendada, 31 L.P.R.A. sec. 1291 et seq., tiene el propósito 

de “viabilizar la propiedad individual sobre un apartamiento, que forma 

parte de un edificio o inmueble sometido al régimen de propiedad 

horizontal”. Art. 2, 31 L.P.R.A. sec. 1291. Batista Nobbe v. Jta. Directores, 

185 D.P.R. 206, 218 (2012); Colón Ortiz v. Asoc. Cond. B.T.I., 185 D.P.R.  
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946, 960 (2012); Bravman, González v. Consejo de Titulares, 183 D.P.R. 

827, 844 (2011).  

El Consejo de Titulares está compuesto por la totalidad de los 

titulares del condominio y constituye la autoridad suprema sobre la 

administración del inmueble sometido al régimen de propiedad horizontal. 

Sus resoluciones y acuerdos debidamente adoptados deberán cumplirse 

por todos los titulares, y demás personas que se relacionen con el 

condominio. Aunque se nombre una Junta de Directores y un agente 

administrador, el Consejo de Titulares es el organismo rector y 

deliberativo, así como la entidad investida por la ley con personalidad 

jurídica y dominio sobre todas las áreas comunes del condominio. Art. 38, 

31 L.P.R.A. sec. 1293b; Consejo Titulares v. Ramos Vázquez, 186 D.P.R. 

311, 326 (2012).2 

El Consejo de Titulares elige una Junta de Directores, que 

constituye el órgano ejecutivo de la comunidad de titulares. Como tal, la 

Junta de Directores tiene entre sus deberes y facultades la de “atender 

todo lo relacionado con el buen gobierno, administración, vigilancia y 

funcionamiento del régimen y en especial lo relativo a las cosas y 

elementos de uso común y los servicios generales, y hacer a estos 

efectos las oportunas advertencias y apercibimiento a los titulares”. DACO 

v. Junta Cond. Sandy Hills, 169 D.P.R. 586, 595 (2006). A su vez, la Junta 

de Directores debe cumplir y hacer cumplir las disposiciones de la Ley de 

Condominios, del reglamento y los acuerdos del Consejo de Titulares. Art. 

38-D(a) y (i), 31 L.P.R.A. sec. 1293b-4(a) y (i); DACO v. Junta Dir. Cond. 

Montebello v. Fernández, 136 D.P.R. 223, 232 (1994).  

Atinente al caso de autos, el inciso (d) del Artículo 42 de la Ley de 

Condominios establece lo siguiente: 

Para todo tipo de impugnación ante el tribunal o foro 
competente, incluidos asuntos que hubiesen requerido el 
consentimiento unánime de los titulares, el querellante deberá 
acreditar, además, que está al día en el pago de la totalidad 
de las deudas vencidas con el Consejo de Titulares, inclusive 

                                                 
2
 Véase, además, a Consejo de Titulares v. Gómez Estremera et al., 184 D.P.R. 407, 

417 (2012); Amill v. J. Dir. Cond. Pumarada, 156 D.P.R. 495, 500 (2002) y a Cond. 
Prof. S.J.H. Centre v. P.R.F., Inc., 133 D.P.R. 488, 497 (1993). 
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las derramas aprobadas. Este requisito no será de aplicación 
cuando la acción vaya dirigida a impugnar acuerdos relacionados 
con el establecimiento o la alteración de cuotas o derramas.  

 
Luego de oír a las partes en controversia, el tribunal o foro 

competente decidirá lo que corresponda conforme a derecho, 
equidad y normas de buena convivencia. El acuerdo, la 
determinación, omisión o actuación serán provisionalmente 
válidos, salvo que el tribunal determine lo contrario. 

 
31 L.P.R.A. sec. 1293f(d). (Subrayado nuestro.) 

 
Por su parte, el D.A.Co. promulgó el Reglamento sobre 

Condominios, Reglamento 6728 de 2 de diciembre de 2003. En la Sec. 2, 

se establece el alcance del Reglamento, como sigue: 

 Este Reglamento será aplicable a las ventas de 
apartamentos destinados a vivienda y de apartamentos 
destinados a vivienda y comercio que son parte de un mismo 
proyecto que formen parte de un plan común de promoción y 
venta de apartamentos en un proyecto de 10 ó más unidades 
residenciales.  
 
 Aplicará también a las impugnaciones y acciones 
presentadas por los titulares de apartamentos destinados a 
viviendas contra los acuerdos del Consejo de Titulares y las 
determinaciones, omisiones y actuaciones del Director o de la 
Junta de Directores, del titular que somete el inmueble al 
Régimen que establece la Ley de Condominios, durante el 
período de administración que contempla el Artículo 36-A, del 
Síndico, del presidente, del secretario y demás miembros de la 
Junta de Directores en su carácter personal mientras se 
encuentren ocupando su cargo, concernientes a la administración 
del inmueble.  
 
 Dicha reglamentación no será aplicable a la venta de 
conformidad con una orden judicial o en las ventas efectuadas por 
algún gobierno o agencia de éste, así como, de aquellos 
apartamentos que se ofrezcan a la venta en Puerto Rico pero que 
estén ubicados fuera del límite territorial de la Isla.  
 
A su vez, la Sección 26 del Reglamento sobre Condominios 

establece la jurisdicción del D.A.Co. A esos efectos, esa sección 

establece, en lo pertinente, como sigue:  

Cualquier titular o grupo de titulares de condominios 
donde exista por lo menos una unidad de vivienda, podrá 
impugnar ante este Departamento cualquier acuerdo, 
determinación, omisión o actuación del Consejo de Titulares, del 
Director o de la Junta de Directores, presidente o del secretario 
de la Junta de Directores o de la persona que someta el inmueble 
al Régimen de Propiedad Horizontal, mientras éste sea, a su vez, 
el administrador interino del condominio y del Síndico; siempre y 
cuando el acuerdo, determinación, omisión o actuación en 
cuestión sea gravemente perjudicial para el titular o grupo de 
titulares que impugna o para la comunidad de titulares o cuando 
dicho acuerdo, determinación, omisión o actuación sea contraria a 
la Ley, a la escritura de constitución al Régimen de Propiedad 
Horizontal, al Reglamento del Condominio y a este Reglamento.  

 
El Departamento no tendrá jurisdicción para entender en 

controversias que surjan contra el agente administrador. Las 
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mismas corresponderán atenderlas al Director o a la Junta de 
Directores y al Consejo de Titulares.  

 
[…] 
[…..] Igualmente quedan excluid[a]s las querellas entre 

titulares o cuando el Consejo de Titulares o el Director o la Junta 
de Directores entable reclamación contra uno o varios titulares o 
residentes del condominio. La jurisdicción para ventilar estas 
acciones corresponderá al Tribunal de Primera Instancia.  
 
En la Sección 27 del Reglamento de Condominios se establecen 

los requisitos para presentar una querella ante el D.A.Co. Entre esos 

requisitos está que, como parte de su querella, el titular o grupo de 

titulares deberá certificar por escrito y bajo juramento, entre otros, que 

está al día en el pago de la totalidad de las cuotas vencidas con el 

Consejo de Titulares, incluso las derramas aprobadas.  

El Reglamento de Condominios también provee para el archivo de 

la querella por incumplimiento. Así, la Sección 33 del referido Reglamento 

establece que “el incumplimiento por parte del titular o grupo de titulares 

de cualquiera de los requisitos establecidos en la Ley o este Reglamento, 

facultarán al Secretario a disponer sumariamente el archivo de la querella 

presentada”. La Sección 35 también faculta al Secretario del D.A.Co. a 

imponer sanciones administrativas por el incumplimiento de sus órdenes. 

Esa Sección dispone como sigue: 

Toda persona que viole cualquier disposición de este 
Reglamento, incumpla cualquier obligación que el mismo le 
impone, o deje de cumplir cualquier orden del Secretario, estará 
sujeta a la imposición de penalidades, multas y sanciones 
administrativas de hasta $10,000 dólares por infracción.  

 
Además, el Departamento podrá imponer, a la parte que 

hubiese procedido con temeridad en la presentación de una 
querella, el pago de los gastos del pleito o de la querella, así 
como el pago de una suma razonable por los honorarios de 
abogados en que realmente hubiese incurrido la parte que obtuvo 
el remedio solicitado. Sólo mediante la renuncia expresa de la 
parte vencedora podrá dispensarse a la otra parte del pago de 
honorarios.  

(Subrayado nuestro.) 

Apliquemos esta normativa al caso de autos.  

III. 

 Una lectura detenida de la querella presentada a manuscrito por la 

señora Loyola demuestra que ella pidió como remedios “que dejen sin 

efecto la multa”, “el pago por los destrozos de los árboles de mi patio” y 
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“daños a la propiedad”. Nada adujo sobre remedios relativos a “impugnar 

acuerdos relacionados con el establecimiento o la alteración de cuotas o 

derramas”, única excepción que reconoce la ley al requisito de acreditar 

previamente el tener al día el pago de las deudas por cuotas de 

mantenimiento o derramas. 31 L.P.R.A. sec. 1293f(d).  

 La inconformidad con una multa impuesta por la Junta de 

Directores, el reclamo de daños contra algún miembro de la Junta o del 

Consejo de Titulares u otro reclamo distinto al excluido arriba, no justifican 

que la titular de un inmueble sujeto al régimen de condominio o propiedad 

horizontal suspenda el pago de las cuotas de mantenimiento o de 

derramas válidamente establecidas y aprobadas.  

 No erró el D.A.Co. al concluir que la señora Loyola no cumplió con 

tal requisito jurisdiccional. No incurrió en el segundo error señalado. 

Tampoco incurrió en el primer error imputado, pues el Juez Administrativo 

dejó sin efecto la primera resolución en la que ordenó el archivo de la 

querella, sujeto a que la señora Loyola cumpliera con acreditar el saldo de 

sus deudas con la administración del Condominio, lo que no hizo.  

 En cuanto al tercer error, la propia recurrente admite que la ley no 

requiere que un adjudicador sea abogado. Lo que importa es que al 

funcionario que preside y adjudica se le haya delegado válidamente la 

facultad que la ley habilitadora concedió al jefe de la agencia. La señora 

Loyola admite que eso es así y no rebatió la presunción de validez que 

cobija esa actuación. Así disponemos del tercer error. Procede la 

confirmación de la resolución recurrida.     

IV. 

Por los fundamentos expuestos anteriormente, se confirma la 

resolución recurrida.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.  

 

         Dimarie Alicea Lozada  
   Secretaria del Tribunal de Apelaciones  


